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¿Punto de inflexión 
en materia de 
inversión? 

e) 
—por Javier Vega— 

ace algunos días la tempe- 

ratura escaló hasta superar 

los 20* y muchos pensaron 

que ya podía dejarse atrás la 

ropa abrigada y que por fin 

habíamos superado los fríos invernales. 

La primavera parecía estar más cerca. Me 

acordé de esto a propósito de los buenos 

datos de inversión del segundo trimestre. 

Durante más de una década, la in- 

versión en Chile ha transitado con tro- 

piezos. Con un crecimiento promedio 

cercano al 1% anual, la formación bruta 

de capital fijo (FBCF) muestra un estan- 

camiento estructural, con efectos noto- 

rios sobre la capacidad de expandir el 

producto potencial. La inversión, más 

que cualquier otro componente de la 

demanda, refleja confianza en el futuro. 

Su rezago prolongado ha sido, por tan- 

to, un síntoma claro de las limitaciones 

que ha tenido la economía chilena. 

Sin embargo, las cifras publicadas 

para el segundo trimestre sorprendie- 

ron positivamente. La FBCF aumentó 

5,6% anual, el mejor desempeño en 

tres años. El componente de maquina- 

rias y equipos se expandió un 11,4%, 

mientras que la construcción y otras 

obras crecieron apenas un 2,0%. En la 

comparación con el trimestre previo, el 

salto también es significativo, con tasas 

anualizadas de dos dígitos. A primera 

vista, pareciera abrirse un escenario de 

mayor dinamismo. 

La pregunta clave es si este repunte 

puede interpretarse como un punto de 

inflexión estructural, pero la evidencia 

invita a la cautela. En primer lugar, la 

base de comparación fue especialmente 

baja, pues el segundo trimestre de 2023 

registró uno de los desempeños más 

débiles desde fines de 2021. En segun- 

do término, parte del impulso provino 

de la ejecución de proyectos mineros 

previamente calendarizados, un factor 

transitorio que no necesariamente se 

repetirá en un horizonte de más largo 

plazo. A ello se suma que la inversión 

de base -particularmente la vinculada 

a construcción e infraestructura- sigue 

mostrando rezagos y carece de un hori- 

zonte de recuperación sostenida. 

Luego de dos años de caídas, es espera- 

ble que la inversión recupere terreno. De 

hecho, al comparar el segundo trimestre 

de este año con igual periodo de 2023, el 

crecimiento total es ínfimo, de solo 1,6% 

usando la serie desestacionalizada. 

El contraste histórico resulta elocuen- 

te. Antes de las reformas estructurales 

de 2014 y 2015 en materia tributaria y 

laboral, la FBCF crecía en promedio 

cerca del 10% anual. Hoy, ese escena- 

rio parece lejano. Las condiciones ins- 

titucionales y regulatorias no se han 

alineado para estimular un nuevo ciclo 

de expansión. El proyecto de moder- 

nización de permisos sectoriales es un 

avance relevante -su promesa es reducir 

en un 30% los plazos de tramitación-, 

pero aún insuficiente. En paralelo, en 

la esfera ambiental los procesos de eva- 

luación pueden extenderse hasta por 

una década, lo que resta previsibilidad 

y encarece las decisiones de inversión. 

La nieve que cayó en algunas comunas 

de Santiago nos recuerda que el invierno 

frío sigue vigente. De la misma manera, 

el salto observado en el segundo trimes- 

tre no constituye un cambio de tenden- 

cia, sino más bien un respiro coyuntural. 

La inversión sigue atrapada en un 

marco institucional y regulatorio poco 

propicio para su expansión sostenida. 

Si se aspira a retomar tasas de creci- 

miento cercanas al 10% en la FBCE, será 

necesario abordar de manera integral 

los cuellos de botella que frenan la in- 

versión privada: mayor certeza jurídica, 

un sistema de permisos eficaz y reglas 

tributarias y laborales estables. Solo así 

la economía podrá traducir un repunte 

transitorio en un verdadero punto de 

inflexión capaz de ampliar la capacidad 

productiva de largo plazo. 

Economista.   

| Lunes 25 | agosto | 2025  P11 

Edición papel digital 

PUNTO DE VISTA 

Ley Karin bajo la lupa 

  

—por Karin Moore— 

un año de su entrada en vi- 

gor, la Ley N' 21.643 —cono- 

cida como Ley Karin— deja 

en evidencia una realidad 

preocupante: lejos de con- 

solidarse como una herramienta eficaz 

para prevenir el maltrato laboral, su im- 

plementación ha generado una sobre- 

carga institucional, incertidumbre jurí- 

dica y un clima de desconfianza tanto 

entre trabajadores como empleadores. 

Lo que nació como un instrumento 

para proteger derechos fundamentales 

en el ámbito laboral hoy enfrenta seve- 

ras limitaciones que están socavando su 

legitimidad y eficacia. 

Entre agosto de 2024 y junio de 2025, 

la Dirección del Trabajo recibió más de 

44.000 denuncias por acoso y violen- 

cia laboral. Sin embargo, menos de la 

mitad fueron consideradas admisibles 

dentro del marco de la nueva ley. Esta 

alta tasa de descarte —-sumada a un 18 

% de casos aún pendientes de clasifica- 

ción— evidencia un problema estruc- 

tural: la ausencia de un control de ad- 

misibilidad inicial ha permitido que el 

sistema se sature con denuncias que no 

cumplen los requisitos legales, retra- 

sando innecesariamente los procesos y 

debilitando la respuesta institucional. 

El desfase entre lo que la Ley Karin 

exige y lo que el sistema puede cum- 

plir se refleja en investigaciones que, en 

lugar de resolverse en 30 días, tardan 

hasta seis meses, afectando gravemente 

atodas las partes involucradas. Esta de- 

mora vuelve insostenibles las medidas 

de resguardo, deteriora el clima laboral 

y genera un alto desgaste emocional. 

El diagnóstico se agrava si considera- 

mos que, de las investigaciones con- 

cluidas, apenas un 21,3 % ha logrado 

constatar efectivamente alguna vulne- 

ración. En otras palabras, más del 98 % 

de las denuncias no ha derivado en la 

verificación de hechos sancionables, lo 

que plantea interrogantes respecto de 

la claridad normativa, la calidad de las 

investigaciones y la proporcionalidad 

de las medidas impuestas de manera 

preventiva. 

En el ámbito empresarial, la carga 

operativa impuesta por la ley no distin- 

gue entre capacidades reales ni tamaño 

organizacional. Las grandes empresas 

han podido responder mejor al nuevo 

marco —concentrando entre el 62 % y 

el 73 % de las investigaciones internas 

y derivaciones formales—, pero incluso 

en estos casos el cumplimiento ha sido 

mayormente formal, sin traducirse ne- 

cesariamente en soluciones efectivas. 

Para las micro y pequeñas empresas, en 

cambio, las obligaciones de diseño, di- 

fusión y ejecución de protocolos resul- 

tan muchas veces inabordables, lo que 

genera un escenario de incumplimiento 

estructural. 

Uno de los vacíos más problemáticos es 

la falta de sanciones para denuncias in- 

fundadas o de mala fe en el sector priva- 

do. Este desequilibrio normativo no solo 

desprotege a las personas injustamente 

acusadas, sino que también afecta el cli- 

ma organizacional y el principio de pro- 

bidad. De igual forma, la ley impone a 

los empleadores responsabilidades ante 

hechos de violencia externa sin delimi- 

tar con precisión su deber de prevención, 

desdibujando las fronteras entre la fun- 

ción empresarial y la obligación estatal 

de resguardar el orden público y velar 

por la seguridad de las personas. 

A todo lo anterior se suma el dato elo- 

cuente de que la mayoría de las san- 

ciones impuestas por la Dirección del 

Trabajo (933 multas por más de $2.256 

millones) se relacionan con fallas en la 

implementación formal de los protoco- 

los, más que con infracciones sustanti- 

vas. Esto refuerza la percepción de que 

la norma ha priorizado la forma sobre el 

fondo y que su aplicación está más orien- 

tada al cumplimiento burocrático que a 

la resolución efectiva de conflictos. 

La Ley Karin no ha cumplido sus pro- 

pósitos originales: ha judicializado pre- 

ventivamente las relaciones laborales, 

generado expectativas poco sostenibles 

y tensionando el clima organizacional. 

Se requiere una reforma que precise su 

ámbito de aplicación, mejore los filtros 

de admisibilidad y adapte sus exigen- 

cias a la realidad empresarial, para que 

pueda convertirse en una herramienta 

laboral efectiva. 
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